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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio1  

 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020. 

Comparece la Sra. Sonja Rojas Santana (Sra. Rojas o 

recurrente), y solicita que revoquemos una Resolución emitida por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo), el 16 de 

septiembre de 2019. Mediante el referido dictamen, se desestimó la 

Querella presentada por la recurrente contra el Consejo de Titulares 

del Condominio Crystal House y su Junta de Directores (el 

Condominio o recurrido). 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación se 

modifica la Resolución recurrida a los fines de dejar sin efecto la 

imposición de honorarios de abogado a la recurrente. 

I. 

 Según surge del expediente, la Sra. Rojas es titular del 

apartamento número 108 en el Condominio Crystal House, 

(Apartamento), el cual está sujeto al Régimen de Propiedad 

Horizontal y las disposiciones de la Ley de Condominios. 

 
1 Mediante la Orden Administrativa Núm. TA-2020-004 se designa al Hon. Ángel 

R. Pagán Ocasio en sustitución del Hon. Miguel P. Cancio Bigas el cual se acogió 

al retiro el 31 de diciembre de 2019. 
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 El 12 de julio de 2018, la Sra. Rojas presentó una Querella 

contra el Condominio, mediante la cual impugnó la imposición de la 

suma de $1,196.09, consistente en: $315.00 de cuotas de 

mantenimiento; $605.64 por derrama; y $605.64 por seguros. 

Además, denunció que el 29 de junio de 2018 el Condominio le había 

suspendido los servicios de utilidades en el Apartamento. 

Específicamente, alegó que en el 2016 el Condominio le había 

requerido el pago de la suma de $1,196.09. En dicha ocasión, la Sra. 

Rojas le reclamó al Agente Administrador del Condominio que ella 

desconocía de la suma que se le pretendía cobrar. Alegó que no se 

le notificó a su dirección registrada en el libro de titulares ninguna 

comunicación emitida por el Condominio, sobre derramas, aumento 

a la cuota de mantenimiento y pago de seguros.Que, aun así, pagó 

bajo protesta el importe de la derrama y de seguro, requiriendo una 

auditoría de la cuenta. Sin embargo, el Condominio voluntariamente 

dejó de auditar la cuenta y acreditar los pagos. 

Sostuvo además la Sra. Rojas que de existir la alegada deuda 

de $1,196.09, la misma había sido compensada, porque el 

Condominio le adeuda una suma no menor de $2,160.00. Expuso 

que, en el 2013, advino en conocimiento de que, por un periodo de 

36 meses, el Condominio arrendó el espacio de estacionamiento del 

Apartamento sin su autorización, por lo que le reclamó el pago de la 

suma de $2,160.00, como compensación razonable por el uso y 

disfrute de su propiedad. Sin embargo, a pesar de sus continuos 

reclamos y comunicaciones, el Condominio nunca contestó ni pagó 

el dinero reclamado. 

Por otro lado, arguyó que el Condominio incumplió con la Ley 

de Condominios y el Reglamento al no notificarle a su dirección 

postal registrada la determinación de desconectar los servicios de 

utilidades en el Apartamento.  
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Finalmente, alegó que las actuaciones del Condominio le 

causaron daños en una suma no menor de $100,000.00. 

Junto con la Querella, la Sra. Rojas incluyó las 

comunicaciones que cursó al Condominio el 20 de octubre 2015, 8 

de abril y 13 de abril de 2016, 27 de enero de 2018 y 9 de junio de 

2018, las cuales confirman las gestiones que realizó para aclarar los 

estados de cuenta, la dirección postal a la que debía remitirse la 

correspondencia y el uso indebido del estacionamiento del 

Apartamento. 

Así las cosas, el 10 de enero de 2019, el Condominio presentó 

su Contestación a Querella y Solicitud de Resolución Sumaria, en la 

cual alegó que el 4 de junio de 2018 dirigió una carta a la Sra. Rojas 

sobre aviso de corte de servicios por la deuda acumulada a dicha 

fecha la cual totalizaba $1,196.09. En dicha comunicación se le 

concedió a la Sra. Rojas hasta el 15 de junio de 2018, a las 9:00 am 

para efectuar el pago adeudado. Debido a que la Sra. Rojas 

incumplió con el pago de la deuda reclamada, el Condominio 

procedió a suspender los servicios comunales, conforme dispone el 

Artículo 39 de la Ley de Condominios. Además, negó el alegado uso 

o alquiler del espacio de estacionamiento del Apartamento.  

Por último, solicitó se decretara la resolución sumaria de la 

Querella porque la Sra. Rojas no agotó el procedimiento ante el 

Comité de Conciliación dispuesto en la Ley de Condominios. El 

Condominio acompañó como anejo un “Aviso de Corte de Servicios” 

del 4 de junio de 2018 y otra comunicación sin fecha dirigida a la 

Sra. Rojas concediéndole término para efectuar el pago adeudado. 

 El 16 de enero de 2019, se celebró la vista administrativa a la 

que comparecieron las partes representadas por sus respectivos 

abogados. Como resultado, las partes acordaron realizar una 

auditoría conjunta de la cuenta de la Sra. Rojas en un término de 

60 días, y luego informarían al DACo si era necesario celebrar una 
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vista administrativa. Además, la Sra. Rojas informó que tenía un 

cheque el cual pretendía consignar, pero el mismo sería retenido por 

el agente administrador en lo que se dilucida el monto de la deuda. 

Por último, el Condominio acordó restablecer el servicio de agua que 

había sido suspendido en el Apartamento. 

 Posteriormente, el 2 de abril de 2019, el Condominio presentó 

un escrito titulado Solicitud de Desistimiento por Falta de Interés. 

Alegó que restableció el servicio de agua en el Apartamento. Sin 

embargo, la Sra. Rojas aún no ha notificado el resultado de la 

auditoría de su cuenta ni se ha comunicado para trámite alguno. 

Así, solicitó que ante la falta de interés demostrado por ésta se 

decretara el archivo de la Querella. Acompañó su solicitud con varias 

comunicaciones dirigidas a la representación legal de la Sra. Rojas 

que establecen las gestiones realizadas por el Condominio para 

intentar resolver dicho asunto. 

 El 11 de abril de 2019, el DACo emitió una Notificación y 

Orden, en la cual concedió a la Sra. Rojas un término de 5 días para 

que mostrara causa por la cual no debía decretarse el cierre y 

archivo de la Querella por incumplimiento con lo ordenado en la 

Minuta y Orden de 6 de enero de 2019 y falta de interés. 

 El 15 de abril de 2019, la Sra. Rojas presentó una Oposición 

a Solicitud de Desistimiento por Falta de Interés y en Solicitud de 

Breve Término Adicional. Expresó que se encontraba en espera de la 

entrega de unos cheques por la entidad bancaria, por lo que solicitó 

un término adicional de 30 días para completar la auditoría de su 

cuenta. 

 El 16 de mayo de 2019, el DACo emitió una Notificación y 

Orden mediante la cual concedió un término final a vencer el 1 de 

julio de 2019, para concluir todas las gestiones del informe de 

auditoría, y reunirse para finiquitar las controversias. Dispuso, 
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además, que luego de dicho término las partes debían informar si 

era necesario celebrar una vista administrativa. 

 El 1 de julio de 2019, la Sra. Rojas presentó una Moción 

Solicitando Breve Término Adicional. En ésta, informó las gestiones 

realizadas y solicitó se le concediera hasta el 1 de agosto de 2019 

para presentar toda la evidencia disponible y celebrar la reunión 

entre las partes. 

 El 10 de septiembre de 2019, el Condominio presentó una 

Moción Reiterando Solicitud de Desestimación. Alegó, que la Sra. 

Rojas había incumplido con lo acordado en la vista administrativa 

del 16 de enero de 2019, al no producir evidencia alguna sobre la 

auditoría de su cuenta. Sostuvo, además, que la Sra. Rojas 

adeudaba la suma de $897.95 en cuotas de mantenimiento, 

intereses y penalidades, y que ello, de por sí, privaba de jurisdicción 

al DACo para atender la Querella, conforme dispone el Artículo 42 

de la Ley de Condominios. Junto con su moción presentó un estado 

actualizado de la cuenta. 

 Así las cosas, el 16 de septiembre de 2019, el DACo emitió la 

Resolución recurrida, mediante la cual desestimó la Querella 

sumariamente y le impuso a la Sra. Rojas el pago de $300.00 por 

concepto de honorarios de abogados por temeridad. El DACo 

concluyó que, conforme la certificación presentada por el 

Condominio, al 1 de septiembre de 2019, la Sra. Rojas adeudaba la 

suma de $897.95 por concepto de cuotas de mantenimiento del 

Apartamento. Destacó, además, que la Sra. Rojas no presentó 

ninguna prueba para establecer que pagó la deuda reclamada, a 

pesar de que transcurrió en exceso el término provisto para aclarar 

la deuda, y haber sido apercibida de las consecuencias de su 

incumplimiento. En consecuencia, procedió a desestimar la 

Querella conforme el Artículo 42 (d) de la Ley de Condominios y la 

Sección 27 del Reglamento sobre Condominios del DACo. 
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 Inconforme, la Sra. Rojas presentó una Moción de 

Reconsideración el 7 de octubre de 2019. Por su parte, el 

Condominio presentó su Oposición a Moción de Reconsideración el 

14 de octubre de 2019. Transcurrido el término reglamentario sin 

que el DACo atendiera la solicitud de reconsideración, la misma se 

entendió rechazada de plano. 

Aun inconforme con la determinación, la Sra. Rojas acude 

ante este Tribunal de Apelaciones y nos plantea los siguientes 

señalamientos de error: 

1. ERRÓ EL JUEZ ADMINISTRATIVO AL 
FUNDAMENTAR SU DETERMINACIÓN EN LA 
EQUIVOCADA PREMISA DE QUE LA 
QUERELLANTE NO SE ENCONTRABA AL DÍA EN 
EL PAGO DE SUS OBLIGACIONES PARA CON EL 
CONSEJO DE TITULARES. 
 

2. ERRÓ EL JUEZ ADMINISTRATIVO AL IGNORAR 
EL INCONTROVERTIDO HECHO DE QUE LA 
PARTE RECURRIDA VIOLÓ LA LEY DE 
CONDOMINIOS AL NO NOTIFICAR LAS 
COMUNICACIONES A LA RECURRENTE A LA 
DIRECCIÓN QUE CONSTA EN SUS PROPIOS 
RÉCORDS. 

 
3. ERRÓ EL JUEZ ADMINISTRATIVO AL EMITIR 

RESOLUCIÓN DESESTIMANDO LA QUERELLA Y 
ORDENANDO CIERRE Y ARCHIVO DE LA 
QUERELLA SIN LA CELEBRACIÓN DE UNA VISTA 
EN SUS MÉRITOS. 

 
4. ERRÓ EL JUEZ ADMINISTRADOR AL CONDENAR 

A LA PARTE QUERELLANTE EL PAGO DE 
HONORARIOS DE ABOGADO. 

 

Examinados los escritos de las partes y los documentos que 

obran en autos, estamos en posición de resolver. 

II. 

A. 

Es norma jurídica firmemente establecida en el ámbito del 

derecho administrativo que los tribunales deben concederle la 

mayor deferencia a las decisiones administrativas por gozar las 

mismas de una presunción de validez, dada la experiencia que se 

les atribuye a estas. IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 

712, 744 (2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 
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1002 (2011). La anterior normativa se fundamenta en que son los 

organismos administrativos los que poseen el conocimiento 

especializado sobre los asuntos que por ley se le han delegado. Asoc. 

Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010); JP, Plaza 

Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 186 (2009).  

En cuanto a las determinaciones de hechos formuladas por la 

agencia recurrida, el Tribunal Supremo de Puerto Rico (TSPR) ha 

establecido reiteradamente que, como norma general, los tribunales 

no intervendrán con estas, siempre y cuando se desprenda del 

expediente administrativo evidencia sustancial que las sostenga. Al 

realizar dicha determinación, los tribunales deben utilizar un 

criterio de razonabilidad y deferencia. The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012); Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, supra. A su vez, la evidencia sustancial es aquella 

relevante que una mente razonada podría entender adecuada para 

sostener una conclusión. Torres Santiago v. Depto. de Justicia, 

supra, pág. 1003, citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76-

77 (2004). 

Con el propósito de “convencer al tribunal de que la evidencia 

en la cual se fundamentó la agencia para formular una 

determinación de hecho no es sustancial, la parte afectada debe 

demostrar que existe otra prueba en el expediente que reduzca o 

menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el 

punto de que no se pueda concluir que la determinación de la 

agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que 

tuvo ante su consideración”. Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 

131 (1998). Véase, además, Rebollo v. Yiyi Motors, supra, pág. 77; 

Metropolitana S.E. v. A.R.PE., 138 DPR 200, 212-213 (1995); Hilton 

Hotels v. Junta de Salario Mínimo, 74 DPR 670, 686-687 (1953).  

No obstante, las conclusiones de derecho realizadas por las 

agencias serán revisables en toda su extensión. Torres Santiago v. 
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Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra. 

Ahora bien, esto no significa que los tribunales pueden descartar 

libremente las conclusiones e interpretaciones de la agencia. Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et 

al. II, supra; Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005).  

El TSPR ha expuesto que “[l]a deferencia reconocida a las 

decisiones de las agencias administrativas habrá de ceder, 

solamente, cuando la misma no esté basada en evidencia sustancial, 

cuando la agencia ha errado en la aplicación de la ley y cuando su 

actuación resulte ser una arbitraria, irrazonable o ilegal”. The 

Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra, pág. 822. Véase, además, 

Otero v. Toyota, supra. Igualmente, el TSPR ha aclarado que la 

deferencia concedida a las agencias administrativas únicamente 

cederá cuando: (1) la determinación administrativa no está basada 

en evidencia sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado 

en la aplicación o interpretación de las leyes o los reglamentos que 

se le ha encomendado administrar; (3) cuando el organismo 

administrativo actúa arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 

realizando determinaciones carentes de una base racional; o (4) 

cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales. IFCO Recycling, Inc. v. Aut. Desp. 

Sólidos, supra, págs. 744-745, citando a Empresas Ferrer v. A.R.PE., 

172 DPR 254, 264 (2007). 

B. 

La Ley de Condominios, Ley Núm. 103-2003, 31 LPRA secs. 

1291 y ss., establece los mecanismos necesarios para que los 

titulares de apartamentos destinados a vivienda puedan resolver los 

inevitables conflictos que surgen al residir en una estructura con 

elementos comunes y diversos titulares. D.A.CO. v. Junta Cond. 

Sandy Hills, 169 DPR 586, 594 (2006). Así, entre sus principios 

básicos se encuentra la disponibilidad de un foro especializado para 
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atender con agilidad los conflictos que puedan surgir entre los 

integrantes del régimen. Exposición de Motivos, Ley Núm. 103-

2003. 

Asimismo, dicho estatuto delegó en la Junta de Directores, el 

órgano ejecutivo del Consejo de Titulares, la responsabilidad 

fundamental de “velar por el buen funcionamiento del condominio 

logrando (sic) que se ejecuten las disposiciones de la Ley de 

Propiedad Horizontal, las de la escritura matriz, del reglamento del 

condominio, así como los acuerdos que se hayan aprobado en 

reuniones debidamente convocadas por el Consejo de Titulares”. 

Consejo Cond. Plaza del Mar v. Jetter, 169 DPR 643, 658 (2006). 

Aunque la gestión administrativa del edificio recae sobre la Junta de 

Directores, todas sus decisiones están supeditadas a la voluntad del 

Consejo de Titulares, que constituye la autoridad suprema sobre la 

administración del inmueble sometido al régimen de propiedad 

horizontal. Art. 38, 31 LPRA sec. 1293b; Consejo Tit. v. Galerías 

Ponceñas, Inc., 145 DPR 315, 327 (1998). 

Por otro lado, la Ley de Condominios enmendó la anterior Ley 

de Propiedad Horizontal de 1958 para, entre otras cosas, crear una 

División Especial de Adjudicación de Querellas de Condominios 

dentro del DACo con el propósito de que las personas que atiendan 

estas controversias tengan un verdadero expertise en la ley y los 

reglamentos aplicables, lo cual redunda en adjudicaciones 

uniformes. Art. 48, 31 LPRA sec. 1294; M.J. Godreau, La Nueva Ley 

de Condominios: Guía básica para entender el Régimen de Propiedad 

Horizontal según la Ley 103 del 5 de abril de 2003, 2da ed., San 

Juan, Dictum, 2003, pág. 40. 

En cuanto a qué asuntos serán atendidos ante la División 

Especial de Adjudicación de Querellas de Condominios o ante el TPI, 

el Artículo 42 de la Ley de Condominios, 31 LPRA sec. 1293f, 

dispone en lo pertinente lo siguiente: 
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Los acuerdos del Consejo de Titulares y las 
determinaciones, omisiones o actuaciones del 

Director o de la Junta de Directores, del titular que 
somete el inmueble al régimen que establece esta 
Ley, durante el período de administración que 
contempla [el Artículo 36-A], del Presidente y del 
Secretario, concernientes a la administración de 
inmuebles que no comprendan apartamientos 
destinados a vivienda o de titulares de 
apartamientos no residenciales en los 
condominios en donde exista por lo menos un 
apartamiento dedicado a vivienda, serán 
impugnables ante el Tribunal de Primera Instancia 
por cualquier titular que estimase que el acuerdo, 
determinación, omisión o actuación en cuestión es 
gravemente perjudicial para él o para la comunidad 
de titulares o es contrario a la ley, a la escritura de 

constitución o al Reglamento a que hace 
referencia [el Artículo 36]. Las impugnaciones por 
los titulares de apartamientos destinados a 
viviendas se presentarán ante el Departamento de 
Asuntos del Consumidor. 
 
(a) En las reclamaciones contra el Agente 
Administrador o la Junta de Directores se 
observará el siguiente procedimiento: 
  

(1) En la asamblea anual, el Consejo de 
Titulares elegirá un Comité de Conciliación 
compuesto por tres titulares, uno de los cuales se 
escogerá de entre la Junta de Directores, excluido el 
Presidente. 

 
(2) Todo titular que presente una querella 

ante cualquier tribunal o foro pertinente 
impugnando cualquier acción u omisión de la 
Junta de Directores, deberá demostrar que agotó 
el siguiente procedimiento: 

 
(A) Haber solicitado por escrito la 

dilucidación de su reclamo ante la Junta de Directores 
y que ésta no atendió sus planteamientos en un plazo 
de treinta (30) días desde el acuse de recibo de la 
reclamación. Esta reclamación deberá presentarse 
ante la Junta dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la fecha en que se tomó el acuerdo o determinación, 
si se hizo en su presencia, o dentro de los treinta (30) 

días siguientes a la fecha en que recibe la notificación 
del acuerdo, si el titular afectado no estuvo presente 
en el momento en que se llegó a tal acuerdo o 
determinación. Si se tratare de una actuación u 
omisión perjudicial, el plazo para presentar la 
reclamación será dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha en que el titular tenga 
conocimiento de tal actuación u omisión perjudicial. 

 
(B) La Junta podrá resolver el asunto o 

someterlo motu proprio al Comité de Conciliación, 
salvo que el titular haya requerido que su reclamación 
pase directamente a la consideración de dicho Comité. 
El Comité deberá resolver el asunto en el término de 
treinta (30) días desde que le fuera referida la 
reclamación del titular y en todo caso dentro de un 
término máximo de sesenta (60) días desde que el 
titular presentara su reclamo ante la Junta. 
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(C) Al presentar su querella el titular deberá 
certificar que su reclamación no fue atendida dentro 
de los términos anteriormente provistos o que la 
solución propuesta por la Junta o por el Comité de 
Conciliación le es gravemente perjudicial. El foro 
competente ante el cual se presente la querella o 
reclamación podrá eximir al querellante del requisito 
anterior, de así ameritarlo la naturaleza del caso. La 
acción de impugnación ante el foro apropiado de 
acuerdos y determinaciones que el titular estimase 
gravemente perjudiciales para él o para la comunidad 
de titulares deberá ejercitarse dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la notificación por la Junta o por 
el Comité de Conciliación de una decisión adversa al 
titular, o dentro de los treinta (30) días desde que 
fuere evidente que la Junta o el Comité de 
Conciliación no habría de tomar acción frente a la 

reclamación del titular, o en cualquier caso luego de 
transcurridos noventa (90) días desde que el 
querellante presentara su reclamación ante la Junta. 
[…] (Énfasis suplido). 
 

Nótese, que Artículo 42 (a) de la Ley de Condominios persigue 

reducir el número de querellas ante el foro administrativo al 

disponer un procedimiento inicial ante los organismos internos del 

condominio. Pereira Suárez v. Jta. De Dir. Cond., 182 DPR 485 

(2011). 

Asimismo, el Reglamento Sobre Condominios del DACo, 

Reglamento Núm. 6728 de 26 de noviembre de 2003 (Reglamento), 

establece en su Sección 27, los requisitos necesarios para 

presentar la querella. Dicha sección dispone que: 

A. El titular o grupo de titulares que impugnen 
cualquier acuerdo, determinación, omisión o 
actuación del Director o de la Junta de Directores 
deberán presentar evidencia documental 
acreditativa de que: 

 
1. Solicitó por escrito, ante el Director o la Junta 
de Directores que atendiera su reclamación y que 
ésta no atendió sus planteamientos en un plazo de 
treinta (30) días desde el acuse de recibo de la 
reclamación u otra evidencia de la notificación de 
la misma, ni la refirió a la consideración del Comité 
de Conciliación. 
 
2. Su reclamación no fue atendida dentro de los 
términos provistos por la Ley o que la solución 
propuesta por el Director o la Junta de Directores 
o por el Comité de Conciliación, le es gravemente 
perjudicial. 

 
3. Deberá acompañar copia fehaciente de la 
determinación tomada por el Director, la Junta de 
Directores o el Comité de Conciliación. 
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El Departamento podrá eximir al querellante de 
los requisitos anteriores, si de las alegaciones de la 
querella y de la prueba documental sometida como 
parte de la misma, se puede concluir que la 
naturaleza del caso amerita una intervención 
inmediata. 
[…] (Énfasis suplido). 

 

Finalmente, la Sección 33 del Reglamento faculta al Secretario 

del DACo a disponer sumariamente el archivo de cualquier querella 

presentada que incumpla con cualquiera de los requisitos 

establecidos en la Ley de Condominios o el Reglamento. 

III. 

 La Sra. Rojas planteó en su recurso varios señalamientos de 

error en los cuales entiende que incidió el DACo en su dictamen. Sin 

embargo, a la luz de la normativa antes expuesta disponemos de 

estos en conjunto por no haber agotado el procedimiento interno 

establecido en el Artículo 42 (a) (2) de la Ley de Condominios y la 

Sección 27 (A) del Reglamento. 

Según indicado, la Ley de Condominios específicamente 

estableció el requisito de agotar un procedimiento interno antes de 

recurrir al DACo para impugnar las acciones u omisiones de la 

Junta de Directores o el Comité de Conciliación. También, reservó a 

dicha agencia la facultad de eximir al querellante de agotar este 

procedimiento si la naturaleza del caso lo amerita. Véase, además. 

Sec. 27 del Reglamento. 

Sin embargo, del expediente ante nuestra consideración, no 

surge que la recurrente hubiera solicitado por escrito a la Junta de 

Directores o al Comité de Conciliación que atendieran su 

reclamación. Tampoco surge que la recurrente certificara ante el 

DACo que su reclamación no fue atendida por la Junta de Directores 

o el Comité de Conciliación, ni surge dispensa alguna por parte del 

DACo sobre el cumplimiento con los procedimientos internos antes 

discutidos. 
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En fin, la Sra. Rojas no agotó el procedimiento interno 

establecido en el Artículo 42 de la Ley de Condominios y el 

Reglamento previo a presentar la Querella ante el DACo, por lo que 

dicha agencia estaba facultada para desestimar la Querella 

presentada. Por tanto, resolvemos confirmar la Resolución recurrida, 

pero por otros fundamentos. 

Por último, por las mismas razones antes expuestas procede 

modificar la Resolución recurrida en cuanto a los honorarios de 

abogado se refiere.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se modifica la 

Resolución recurrida para eliminar la imposición de honorarios de 

abogado a la recurrente, y así modificada, se confirma.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


